DOCUMENTO CEDES/79 


POLÍTICAS DE FINANCIAMIENTO Y GOBIERNO DE LAS 
UNIVERSIDADES NACIONALES BAJO UN RÉGIMEN 
DEMOCRÁTICO: ARGENTINA 1983-1992 


Jorge Balán 


CEDES 
Buenos Aires 
1992 


RESUMEN 


El artículo discute las políticas universitarias de los gobiernos 
democráticos a partir de 1983, en particular centrándose en el conflicto 
sobre el nivel de financiamiento estatal y en años recientes sobre la 
presión gubernamental para incrementar los recursos privados, entre otras 
maneras medíante el arancelamiento de los estudios. Señala la existencia 
de ciclos muy marcados en el financiamiento, que generan serias 
disfunciones institucionales pero por sobre todo impiden que se constituya 
una agenda consensuada de temas sobre la reforma del sistema de educación 
superior. Concluye indicando que una vez generada una expectativa de 
estabilidad en el financiamiento, dentro de niveles necesariamente más 
altos que el actual, podrá superarse la situación de impasse en las 
tentativas de reforma. 


SUMMARY 

The paper discusses public policies towards national universities 
under the democratic regime in Argentina since 1983. The focus is on 
financial polícies and the conflicts generated around them, as well as on 
the recent attempts by the Peronist administration to induce national 
universities to increase financing from private sources, including student 
fees. An analysis of the sharp cyclical fluctuations in state Financing 
indicates that, beyond the many disfunctions they have upon the 
institutions, they have inhibited the development of a consensus about the 
needed reforms for the higher educational system. It concludes by pointing 
out that such reforms will find consensus only when the various groups 
involved in university policies may be lead to expect a stable, and 
possibly higher than current, financial support on the part of the federal 
government. 
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1. El Sistema de Educación Superior (SES) en 1983; 
antecedentes institucionales y la agenda política. 


La asunción de las autoridades nacionales electas en 1983 
se produjo dentro de un clima de grandes expectativas de 
cambios institucionales. No se trataba sólo del retorno a la 
Constitución después de largos años de dictadura militar. Fl 
encunbramiento de autoridades políticas civiles gozaba del 
mayor grado de legitimidad frente a la sociedad en su 
conjunto, pero frente a ellas se erigía un cúmulo de demandas 
surgidas del deterioro percibido en las instituciones públicas 
y de las penurias económicas resultantes de la crisis 
desencadenada en 1981/2. La agenda politica rebosaba de 
urgencias, mientras que los recursos políticos eran frágiles 
--a pesar del clima de legitimidad-- y los recursos económicos 
mUY escasos. 


Las demandas en el sector de la educación superior 
provenían, en primer lugar, de la comunidad académica, 
tradicionalmente débil y fragmentada, cuyo sector más 
prestigioso había estado excluido o al menos relegado del 
poder en las universidades nacionales durante el régimen 
militar, y en segundo lugar, de las clases medias urbanas que 
centran sus expectativas de renovación y ascenso generacional 
en la educación superior. Si bien las expectativas de reforma 
institucional eran consensuales, competían con desventaja en 
la lucha por recursos escasos: la educación superior estaba 
relegada a un segundo plano dentro de las prioridades 
nacionales. Con todo, las primeras propuestas del gobierno 
constitucional fueron claras: el presidente dispuso la 
intervención de las universidades nacionales por decreto con 
el objeto de lograr su normalización de acuerdo a los 
estatutos vigentes durante la primera mitaá de los años 
sesenta --identificados con los principios de la Reforma 
Universitaria de 1918-- y decidió otorgar un incremento 
sustancial en el peso relativo y absoluto que todo el sector 
educacional tenía dentro del presupuesto nacional. Algunas 
decisiones tomadas en los primeros años del nuevo régimen 
constitucional en lo que hace al gobierno, forma de 
financiación y sistemas de ingreso y promoción dentro de las 
universidades nacionales perduraron hasta el presente, a pesar 
del cúmulo de conflictos y dificultades operativas generados 
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alrededor de ellas. 


Pero, ¿cuáles eran las características del sistema de 
educación superior en 1983 y de dónde surgían los objetivos de 
la demanda política dentro del sector y los criterios para 
evaluar la legitimidad de esos objetivos? El resto de esta 
sección está dedicado a responder estas preguntas, mientras 
que las políticas universitarias encaradas durante los años de 
gobierno constitucional serán discutidas en las siguientes 
secciones. 


El Sistema de Educación Superior (SES) está compuesto en 
la Argentina por cuatro subsistemas débilmente 
interrelacionados?. El primero y principal es el conjunto de 
universidades nacionales que, al igual que el segundo 
subsistema --las instituciones que financian la investigación 
cientifica--, dependen de las partidas presupuestarias que les 
asigna el gobierno nacional cada año. Los aportes que realizan 
los gobiernos provinciales y municipales, así como los 
recursos que esas instituciones obtienen del sector privado o 
del exterior, son muy pequeños. El Tesoro Nacional aporta 
históricamente el 95% del total de los recursos de que 
disponen las universidades nacionales, núcleo fundamental del 
SEs y foco principal de las políticas públicas. El tercer 
subsistema está compuesto por el conjunto de universidades 
privadas. Regidas por una legislación separada, ellas se 
financian sin recurrir al presupuesto gubernamental en ninguno 
de sus niveles; su sostenimiento está basado en los ingresos 
por la prestación de servicios a sus estudiantes, en los 
aportes de las fundaciones que las crearon y sostienen y en 
los de otras fundaciones, empresas y entidades del pais o del 
exterior que apoyan sus actividades. El Estado ha regulado de 
forma laxa al sector de universidades privadas, excepto en lo 
que hace a la autorización inicial para funcionar y expedir 
títulos profesionales académicos y habilitantes de validez 
nacional. La competencia entre universidades públicas y 
privadas dentro del mismo mercado hace que cualquier política 
con respecto a uno de estos subsectores sea relevante también 


? Para una descripción de la evolución del SES y los 
subsistemas, ver Cano (1985), Pérez Lindo (1985, 1989) y Balán 
(1992). 
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para el otro. Por último, el cuarto subsistema consiste en un 
conjunto de instituciones terciarias no universitarias que 
dependen del gobierno nacional, de los gobiernos provinciales 
o «municipales y del sector privado --en tres partes 
aproximadamente iguales en años recientes-- y que concentran 
su oferta educacional en la formación de docentes para los 
otros niveles del sistema educativo. Orgánicamente, este 
subsistema está más vinculado con los otros niveles de la 
enseñanza que con los subsistemas universitario y de promoción 
científica; por lo tanto, aunque constituye una parte 
importante de la oferta de educación superior, no es posible 
incluirlo dentro de un análisis de las políticas con respecto 
a este último y quedará fuera del campo de problemas planteado 
en este trabajo. 


Las universidades nacionales fueron uno de los ámbitos en 
los que tuvo lugar la llamada "guerra sucia" durante la 
segunda mitad de los años setenta?. En consecuencia, la 
política universitaria del gobierno militar tuvo dos 
dimensiones diferentes pero intimamente vinculadas. Por un 
lado, esa política consistió en la represión física e 
ideológica de todo aquello que las autoridades militares, en 
particular los servicios de inteligencia, denominaban "la 
subversión": la detención, desaparición o expulsión de 
estudiantes, docentes y trabajadores junto con la depuración 
de los planes de estudio y la eliminación de textos, 
orientaciones teóricas o programas de estudios vinculados con 
disciplinas "sospechosas". Por el otro, la política 
universitaria se dirigió a limitar el acceso y, por lo tanto, 
disminuir el tamaño de la matrícula estudiantil y del personal 
docente en las universidades nacionales, mediante la 
instauración de exámenes de ingreso, la implantación de 
criterios más rígidos para la permanencia de los estudiantes, 
la determinación de cupos en algunas escuelas y el cobro de 
aranceles a los estudiantes. El resultado más significativo de 
estas políticas fue la fuerte disminución en el número de 
alumnos ingresantes a la universidad así como en el número de 


3 Estudiantes y docentes universitarios contribuyeron con 
el 25% del total de desaparecidos en las listas Compiladas or 
la Comisión Nacional que investigó las violaciones de derechos 
humanos durante la dictadura militar. 
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cursantes, disminución más notoria en las universidades que 
representaban el mayor desafío político, tales como Buenos 
Aires, Córdoba y La Plata, que perdieron entre una tercera 
parte y la mitad de sus estudiantes en pocos años. En 
conjunto, los estudiantes matriculados en las universidades 
nacionales eran a comienzos de los años ochenta 25% menos de 
lo que habían sido a mediados de los años setenta, cuando 
operaba el ingreso ¡irrestricto y la gratuidad de la 
enseñanza”. 


Las políticas universitarias propiamente dichas quedaron 
ligadas univocamente a la gestión de un gobierno militar 
altamente coercitivo. Después de una primera fase represiva y 
depuradora, este gobierno pretendió dar legitimidad al sistema 
universitario elaborando una nueva legislación que aseguraba 
el control del Poder Ejecutivo sobre las universidades 
nacionales, reservándose la designación de sus autoridades con 
total discreción pero permitiendo cierta autonomía académica 
sin participación estudiantil. Dentro de ese marco, las 
autoridades designadas promovieron concursos docentes con un 
alto grado de discriminación política, ampliaron el sistema de 
dedicación exclusiva y mejoraron los niveles salariales. 
Mientras que la primera fase coincidió con la etapa más dura 
del ajuste económico, cuando la financiación del sistema se 
redujo de forma dramática, la segunda fase de normalización 
tuvo lugar cuando se ampliaba el financiamiento para un 
sistema notoriamente reducido, llegando a un nuevo pico en 
1980, antes de la crisis fiscal desatada en 1981/2. 


De esta forma, las autoridades constitucionales que 
asumieron el gobierno en 1983 se encontraron con un panorama 
complejo y heterogéneo en el conjunto de veintiséis 
universidades nacionales. Las instituciones que más habían 
sufrido el impacto de la represión y menos beneficios habían 
recibido durante la segunda fase de estabilización eran las 
mayores y más prestigiosas, que concentraban las unidades 
científicas de mayor envergadura pero también eran 


Todas las estadísticas relativas a la matricula 
estudiantil citadas en este trabajo provienen de la revisión 
estadística realizada por Laura González Porta (1991), que 
actualizó los datos compilados por Cano (1985). 
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tradicionalmente los focos más importantes de politización 
estudiantil. En cambio, las universidades menores, o aquellas 
ubicadas en provincias donde las autoridades militares locales 
habían tomado una actitud más benevolente, habían sido 
compensadas con refuerzos económicos dentro de un régimen 
financiero opaco y arbitrario en el cual era posible encontrar 
sectores privilegiados. El reclamo por la restauración de un 
régimen de autogobierno, enseñanza gratuita, financiación 
estatal más generosa e ingreso irrestricto figuraba en la 
plataforma política de los partidos mayoritarios. 


El sistema científico-tecnológico, cuyo brazo principal 
es el Consejo Nacional de Investigaciones Cientificas y 
Técnicas (CONICET), también sufrió una fuerte depuración 
política e ¡ideológica a partir de 1975, para luego 
restructurarse mediante cambios radicales en su forma de 
operación. Hasta mediados de los años setenta el sistema de 
apoyo a la investigación científica se desarrollaba 
principalmente sosteniendo al personal cuya labor tenía lugar 
en institutos universitarios y en organismos públicos ubicados 
fuera del sistema (por ejemplo, la Comisión Nacional de 
Energía Atómica). La política de las autoridades militares 
favoreció la creación de institutos financiados por el CONICET 
de forma directa. Ese modelo promovió a un círculo encumbrado 
dentro del sistema, mediante decisiones tomadas a menudo en 
beneficio propio en vinculación directa con un sector 
científico ligado con institutos militares. Ello dio lugar a 
un alto grado de corrupción y al retiro del financiamiento de 
“sectores establecidos en los institutos universitarios más 
prestigiosos. Al igual que lo ocurrido con las universidades 
nacionales, el sistema se achicó tanto en el volumen de 
personal científico como en su financiamiento durante los 
primeros años represivos, para luego ampliarse funcionando con 
un proceso decisorio opaco del que estaba excluida la 
comunidad académica. Los beneficiarios principales fueron las 
áreas científicas y las instituciones sensibles a las demandas 
y la retórica nacionalista de algunos sectores de las fuerzas 
armadas”. 


. ” Los distintos procesos judiciales e investigaciones 
administrativas se encuentran relatados en CONICET, 1989b, 


El gobierno constitucional recibió al CONICET, principal 
organismo financiador de la investigación cientifica, con un 
presupuesto históricamente alto pero casi enteramente atado a 
compromisos institucionales contraidos sin el respaldo de 
procedimientos aceptables para la comunidad científica y bajo 
la sospecha tanto de favoritismo político como de la simple y 
llana corrupción administrativa. 


Las universidades privadas, que habían surgido a partir 
de la legislación especial aprobada en 12958, crecieron en 
número y en peso relativo dentro del sistema desde entonces 
hasta los años setenta. Sin embargo, no dejaron nunca de 
tener un papel secundario dentro del mismo. Hacia mediados de 
los años setenta eran 23 instituciones que albergaban poco más 
del 10% de los estudiantes universitarios del país. Si bien el 
número de instituciones quedó cerrado por decisión 
gubernamental en 1974 (decisión revertida por el gobierno 
militar en 1980 sin consecuencias prácticas, ya que no se 
aprobó ninguna nueva solicitud hasta 1990), la demanda 
estudiantil para el sector privado, frenada durante los años 
de ingreso irrestricto en las universidades nacicnales, creció 
rápidamente durante el período de gobierno militar, alcanzando 
a representar casi el 20% de la matrícula universitaria. Las 
autoridades educativas no interfirieron mucho en la vida de 
las universidades privadas, confiando en la autocensura, pero 
vieron con buenos ojos su capacidad para absorber una demanda 
que se desviaba del sector público. Estas mismas condiciones 
favorecieron también la transferencia de muchos docentes e 
investigadores a las universidades privadas, tal como había 
ocurrido en anteriores regímenes militares: instituciones 
vinculadas a la Iglesia Católica pero también universidades 
laicas estimularon esta transferencia a pesar que implicaba 
albergar personas de ideología sospechosa no sólo para el 
régimen militar sino también para sus propias autoridades. El 
alto nivel de autocensura aseguraba, de cualquier forma, que 
esa ideología no fuera expuesta públicamente. La política 
educacional del régimen militar fue benevolente y pasiva: 
mantuvo cerrado el círculo de universidades privadas, 
protegiendo a las instituciones existentes de la posible 


$ Ver Balán (1990). 


T 


competencia de otras nuevas, y ofreció condiciones que 
favorecían su crecimiento a expensas de las universidades 
nacionales sin proporcionarle recursos o incentivos 
especiales. Los viejos conflictos ideológicos que oponian al 
sector académico predominante en las universidades nacionales 
con un sector minoritario dentro de ellas y con las 
universidades confesionales privadas estaban acallados pero no 
habian desaparecido en 1983: el sector privado era visto como 
un beneficiario pasivo de las políticas represivas del 
gobierno militar. 


2. La restauración reformista: 1983-1988”. 


A poco de asumir el gobierno, el presidente Alfonsín 
decretó la intervención de todas las universidades nacionales. 
Poco tiempo después el Congreso de la Nación aprobó una ley 
que establecía un límite de un año para lograr el objetivo de 
dichas intervenciones: la "normalización" universitaria. Esta, 
que finalmente demandó dos años, consistía en un proceso de 
restauración institucional dentro del modelo prevaleciente 
durante la primera mitad de los años sesenta y que fuera 
interrumpido en 1966, Era un modelo inspirado en los 
principios de la Reforma Universitaria de 1918, que tenía cono 
eje básico la gestión autónoma de las instituciones mediante 
un régimen de organismos colegiados con representantes electos 
por profesores, egresados y estudiantes. Esos organismos 
colegiados escogían las autoridades ejecutivas --los rectores 
niversitarios y decanos de facultades-- sin intervención 
alguna del Poder Ejecutivo nacional ni de su Ministerio de 
Educación. La reinstauración del régimen, sin embargo, suponía 
la previa regularización de los claustros para que pudieran 
elegir sus representantes. El claustro docente tenia mayor 
peso que los otros en los organismos colegiados, pero 
participaban sólo los docentes "regulares", es decir, 
concursados, por lo cual la normalización requería la 
realización de concursos en todas las universidades y 
facultades, Las intervenciones no cuestionaron en su conjunto 
a los concursos realizados antes de 1983, sino que se 


£ La compilación legal y la descripción de las medidas 
ERA por el gobierno radical se encuentran en Pérez Lindo 
1989). 
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limitaron a abrir otros nuevos y ampliar asi el número de 
profesores regulares; las impugnaciones a concursos anteriores 
fueron puntuales y no muy numerosas. La politica general, en 
todo el SES, consistió en evitar la repetición de historias 
anteriores de reemplazos masivos de profesores e 
investigadores con un cambio de régimen político. 


Las intervenciones no se limitaron a normalizar los 
claustros y garantizar la limpieza del proceso electoral que 
permitió escoger las nuevas autoridades. También repusieron el 
sistema de ingreso irrestricto y la gratuidad de la enseñanza 
de grado, reclamos antiguos del movimiento estudiantil 
apoyados por la opinión pública y los partidos políticos como 
símbolos del régimen democrático opuestos a los lemas de la 
dictadura militar. El clima de participación política, 
canalizada ahora dentro de los partidos mayoritarios, se 
apoderó de las instituciones universitarias al igual que del 
resto de la sociedad; en ese contexto, la reconstrucción 
institucional --identificada con la restauración de modelos 
probados de funcionamiento democrático del aparato estatal==- 
tenía un amplio consenso. En el campo universitario, las 
medidas de política educativa de fuerte peso simbólico no 
fueron objeto de un debate político ni se evaluaron 
alternativas o consecuencias. Las principales facciones del 
movimiento estudiantii, que desde 1983 respondían 
ideológicamente a los partidos politicos mayoritarios --en el 
caso del radicalismo Franja Morada era un sector orgánico del 
partido-- respaldaron esas decisiones. Las autoridades 
universitarias electas a finales del año 1985 adherían en su 
gran mayoría al radicalismo, que incluía en su programa los 
objetivos del ingreso irrestricto y de la gratuidad de la 
enseñanza universitaria. 


El sistema de ingreso restricto diseñado por el régimen 
militar unificaba el mecanismo de admisión a las universidades 
nacionales. En teoria, cada universidad establecia entonces el 
núnero de vacantes disponibles en cada una de sus facultades, 
mientras que el Ministerio de Educación se encargaba de 
coordinar las admisiones sobre la base de un esquema elaborado 
de prioridades: la formación de recursos humanos a nivel 
nacional y regional, la capacidad de absorción de las 
distintas instituciones, la oferta global de enseñanza 
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postsecundaria en la zona donde se ubicaba cada una y la 
relación entre oferta y demanda de vacantes en los años 
anteriores. El sistema, complejo y ambicioso en su propuesta, 
operó en los hechos como una fórmula sencilla de mantención 
del statu quo, quedando al descubierto que su objetivo único 
era la restricción cuantitativa. La elaboración de pruebas de 
ingreso sin participación docente y el control policial de su 
funcionamiento descalificaron al esfuerzo de planificación 
como un sistema limitacionista sin pretensión alguna de 
mejorar la calidad de la enseñanza. El sistema de ingreso 
restricto careció de legitimidad dentro de la comunidad 
universitaria, aún entre los sectores más preocupados por la 
calidad de la enseñanza y su deterioro con la masificación de 
la matrícula. 


En contraposición a ese sistema unificado, las 
intervenciones dispuestas por el gobierno constitucional 
dispusieron un sistema de ingreso irrestricto y la ausencia de 
cupos para todo el complejo institucional abarcado por las 
universidades nacionales. Ese sistema fue adaptado luego por 
cada universidad una vez normalizada, aunque todas ellas 
seguían enunciando la voluntad de incorporar a todos los 
aspirantes. No hubo tentativas de planificación central y se 
dejó librada cada institución a la incertidumbre, ya que 
podria verse inundada de postulantes de un momento a otro. De 
hecho, la mayoría de las universidades nacionales tomó alguna 
medida para canalizar el flujo masivo de postulantes. Aquella 
adoptada por la Universidad de Buenos Aires tuvo gran 
resonancia y se convirtió en un tema favorito del debate sobre 
política universitaria hasta el presente: la instauración de 
un ciclo de estudios básicos de un año de duración, común para 
todos los ingresantes, previo al ingreso a las carreras y 
programas organizados dentro de cada facultad. Esta medida 
creó un ámbito de operaciones vinculado directamente al 
rectorado, por lo que generó la oposición creciente de las 
facultades, en particular de aquellas con gran autonomía y 
prestigio. 


si el ingreso irrestricto, entonces, dio lugar a 
políticas encaradas por cada universidad para preservar su 
ámbito propio de decisiones y regular la forma y el número de 
ingresantes a sus carreras de grado +-reforzando de esta 
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manera el poder de cada rectorado frente a las autoridades 
ministeriales y frente a sus propias facultades--, la 
gratuidad de la enseñanza restó cualquier posibilidad de 
incrementar los fondos de libre disposición para cada una de 
ellas. En realidad, el cobro de aranceles durante el gobierno 
militar no habia sido una fuente de ingresos muy importante; 
sin embargo, potencialmente abria un fondo propio que no 
dependía de los aportes del Tesoro Nacional. Retirada esa 
posibilidad, el presupuesto de cada universidad voivió a 
depender casi exclusivamente de dichos aportes que, con escasa 
variación, representan el 95% del total de ingresos 
universitarios. A diferencia del ingreso irrestricto, que no 
fue objeto de legislación especial sino que resultó de 
directivas acatadas voluntariamente por cada universidad, con 
las variaciones indicadas, la gratuidad de la enseñanza fue 
establecida finalmente por legislación nacional, aprobada en 
1988. 


La restauración reformista no se limitó a la 
normalización de los claustros, elección de autoridades 
autónomas y el regreso al ingreso irrestricto y la gratuidad 
de la enseñanza, pero esos fueron sus puntales ideológicos. 
Las autoridades ministeriales no elaboraron ningún programa 
nacional para el sector ni impulsaron mecanismos de 
planificación o control del sistema de educación superior. 
Ellas se propusieron reponer los niveles de calidad que se 
asociaban con el período 1956-1966, en particular los 
incentivos a la investigación científica dentro de las 
“universidades y la ampliación del sistema de dedicación 
exclusiva. La escasez de recursos en un contexto de ampliación 
acelerada de la matrícula, así como las demandas de un sistema 
de gestión donde las autoridades dependen de elecciones 
periódicas --y por lo tanto de presiones estudiantiles y del 
personal docente y no docente--, limitaron el apoyo a los 
sectores vinculados con la investigación. Para ello se 
recurrió al proceso de restauración que tuvo lugar en el área 
de Ciencia y Técnica, en particular en el CONICET. Esta área, 
que funcionó durante el gobierno radical dentro del Ministerio 
de Educación, volcó sus esfuerzos primero a un proceso de 
depuración --investigaciones administrativas mostraron un alto 
nivel de corrupción en el sistema, sobre todo en los 
institutos creados dentro del mismo-- para luego redirigir el 
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apoyo a la investigación hacia los centros e institutos 
universitarios. El sistema de apoyo al personal de 
investigación en el medio universitario fue fundamental para 
expandir allí la dedicación de tiempo completo. El CONICET, a 
pesar de las criticas de muchos sectores dentro de la 
comunidad científica, supeditó su política a las necesidades 
del sistema universitario, quedando por lo tanto engarzado 
dentro de un esquema donde resultaba imposible colocar 
prioridades de investigación o imponer un sistema de 
evaluaciones apropiado. Más que una política de investigación 
terminó siendo una forma de asistencia al desarrollo de 
posiciones de tiempo completo frente a las carencias de las 
universidades. 


El tema fundamental y controvertido de política con 
respecto a todo el SES fue cada vez más aquel referido al 
financiamiento de las instituciones. En efecto, el nivel de 
recursos y su aplicación --dentro del contexto de medidas de 
ajuste económico y programas de estabilización que procuran 
restablecer el equilibrio fiscal-- fue un foco constante de 
conflictos y provocó un incremento notorio en las huelgas y 
protestas en el curso del gobierno del presidente Alfonsín. 
Para comprender este problema, sin embargo, será 
imprescindible revisar la forma y tendencias con que se 
financió al subsistema universitario nacional durante las 
últimas décadas. 


3. Tendencias en el financiamiento de las universidades 
nacionales. 


El financiamiento de las universidades nacionales depende 
en su casi totalidad de los aportes del gobierno nacional. 
Estos han tendido a declinar en el largo plazo en términos 
reales. En efecto, aunque el tema se convirtió en el foco 
principal del debate sobre la política universitaria a partir 
de que este se hiciera público en 1983, el financiamiento 
estatal del sector tendió a disminuir en el largo plazo y 
antecede con mucho a esa fecha. La serie más confiable 
comienza en 1963 e indica, a precios de 1987, un crecimiento 
negativo anual promedio de 1,53 en el periodo 1963-1988. Esta 
línea de tendencia es aún más dramática cuando se la contrasta 
con una tasa anual de crecimiento de la matrícula del 5,9% 
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durante el mismo período”. Las dos mediciones presentan, sin 
duda, graves deficiencias que no es necesario enumerar ni 
discutir aquí, pero a pesar de ellas señalan tendencias que, 
en un plazo tan largo, son incontrovertibles. 


El aporte del Estado nacional a las universidades ha 
mostrado ciclos muy marcados en su comportamiento. Entre 1963 
y 1972 esas fluctuaciones fueron menores; la tendencia era ya 
levemente declinante. Desde aquella fecha en adelante, pueden 
observarse tres ciclos bien marcados (ver cuadros y gráficos 
en el Apéndice). Los años de alza cíclica (1973/5; 1979/81; 
1986/8) fueron seguidos por fuertes descensos (1976/7; 1982; 
1989/90). Las grandes oscilaciones de los últimos años pueden 
ser interpretadas al menos de dos formas diferentes pero 
complementarias. Los "años buenos" tienen lugar, en lineas 
generales, cuando se recomponen las finanzas del Estado, 
mientras que lo contrario sucede cuando éste enfrenta crisis 
fiscales. Esta lectura hace pensar que no se trata de una 
política particular con el sector sino de los 
condicionamientos más globales del gasto estatal. Sin embargo, 
cuando estandarizamos el financiamiento universitario, 
tomándolo como porcentaje de las erogaciones netas del Estado 
nacional en la administración central, vemos que esos ciclos 
siguen presentes, aunque con menor fuerza. Ello permite otra 
lectura complementaria: las universidades son "castigadas" 
durante algunos años, en particular en los inicios de los 
gobiernos militares, y "premiadas" en otros, ya sea cuando 
estos mismos gobiernos buscan un acercamiento político a las 
fuerzas civiles (anticipando más o menos voluntariamente su 
fin) o en los momentos de ascenso de gobiernos electos que 
asumen caracteristicas "populistas". 


Una lectura sintética de la secuencia histórica puede 
combinar estos factores --la relativa escasez o abundancia de 
las arcas federales y las políticas de premio o castigo al 
sector-- con las respuestas del sector universitario, que 
presiona abiertamente durante los regímenes democráticos pero 


$ Los cálculos citados son de Gertel (1991), que por otra 
parte describe las oscilaciones en ei financiamiento 
universitario. La serie de Gertel para 1972-1988 difiere 
ligeramente de la que utilizamos (ver Apéndice) ya que él toma 
sólo los gastos corrientes y no el total de créditos. 
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se ve obligado al silencio en los momentos más represivos de 
los gobiernos militares. Esa lectura resumida indica la 
siguiente secuencia: 


a) Bajo la presidencia constitucional del Dr. Tllia 
(1963/6) el presupuesto universitario creció hasta que, 
interrumpido su gobierno por el golpe militar de 1966, los 
recursos transferidos al sector fueron ese año menores que el 
anterior”. El gobierno militar del general Onganía restringió 
el gasto público en general pero de forma notoria el destinado 
a las universidades e instaló un examen de ingreso unificado 
dirigido a limitar el volumen de nuevos alumnos en el sistema. 

b) El régimen de Ongania mostró signos de cambio con sus 
primeros fracasos y con la movilización popular que tuvo un 
foco universitario en 1968/9, años en que se produjo un 
aumento sustancial del gasto para el sector y cuando también 
se fundaron nuevas universidades provinciales, luego 
absorbidas por la Nación, dentro de un plan dirigido a 
desactivar el potencial politico contestatario de las grandes 
universidades. 

Cc) El regreso del peronismo al gobierno mediante las 
elecciones de 1973, en un período marcado por la gran 
movilización popular de la juventud peronista --con una fuerte 
base universitaria-- resultó en medidas favorables a la 
apertura (ingreso irrestricto), a la incorporación masiva de 
personal docente y no docente y por lo tanto a un incremento 
del gasto universitario. Los años 1973/5 fueron los de mayor 
volumen del aporte federal, en términos constantes, de toda la 
serie. 

d) El descenso de 1976, a su vez, fue el más abrupto de 
todo el período, combinando los efectos de la primer gran 
crisis inflacionaria desatada a mediados de 1975, el fuerte 
déficit estatal y el inicio de un gobierno militar que, como 
ya vimos, definió al sistema de universidades públicas como un 
gran campo de batalla contra la subversión. La disminución en 
los recursos se compensó mediante un achicamiento de la 
universidad. 

e) Los primeros éxitos económicos a partir de 1978 y la 
erradicación de los elementos indeseables de las universidades 


? Ver la serie presentada por Gertel (1991). 
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nacionales permitieron al gobierno militar tratar con mayor 
generosidad a esas instituciones, dentro de la forma peculiar 
de populismo autoritario. Las autoridades militares crearon 
muchas posiciones relativamente bien pagas, sobre todo en 
universidades del interior, favoreciendo a sectores civiles 
con los que contaba para ampliar el consenso social sobre un 
modelo de retorno progresivo y pautado al gobierno civil. 

f) La Junta Militar presidida por el general Videla logr 
algunos éxitos en imponer ese consenso hasta que resultó 
seriamente amenazado por la transición dentro del régimen, a 
finales de 1980, con la Junta presionada por disensos 
militares y amenazada por señales de crisis económica. En 1981 
y 1982 la erosión de las arcas federales “producto de la 
crisis fiscal, del incremento en gastos militares y de la 
Guerra de Malvinas-- resultó en un nuevo y abrupto descenso 
del financiamiento universitario. 

g) En 1983 el régimen militar preparaba su retirada para 
entregar, a fines de año, las riendas del poder a las 
autoridades electas. Fue un año de expansión del empleo 
público, incluyendo al sector universitario, ya que en su 
despedida el régimen militar no deseaba ganarse nuevos 
enemigos, sino por el contrario dejar bien colocados a los 
sectores sociales y políticos que lo habían apoyado. Al 
finalizar el año el gobierno electo, presidido por Alfonsín, - 
inició su primera fase de política económica bajo un signo 
populista, que se agotó a mediados de 1985. Entretanto, el 
financiamiento universitario gozó de un período de estabilidad 
relativa dentro de un proceso inflacionario (1983-1986). 

h) A partir de 1984 se fortalecieron las instituciones 
republicanas, el Congreso, los partidos políticos pero también 
apareció un lobby universitario. El iobby clamaba de forma 
constante por incrementos presupuestarios que, sobre todo a 
partir de las medidas de ajuste fiscal encaradas con el Plan 
Austral, el gobierno intentó restringir. Esta postura 
restrictiva se mantuvo por algún tiempo, provocando huelgas y 
protestas, pero el año 1987 le resultó fatal: la crisis de 
popularidad del gobierno alfonsinista en un año electoral 
determinó un incremento del gasto federal que se hizo 
extensivo al sector universitario. 

i) El momento de bonanza relativa duró muy poco, 
erosionado por la inflación desatada nuevamente a finales de 
1987. La crisis fiscal se aceleró en 1988 y desembocó en la 
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hiperinfiación de 1989, que dejó las arcas federales vacías 
obligando al Dr. Alfonsín a entregar anticipadamente el 
gobierno al nuevo presidente electo, Dr. Menem. Ese año y el 
siguiente fueron los más bajos en toda la serie del 
financiamiento universitario reciente, comparables en términos 
reales a 1976 aunque para un sistema mucho más grande que 
aquél. Desde entonces, en un contexto de conflicto entre el 
lobby universitario, aún predominantemente radical, y el 
gcbierno peronista del Dr. Menem, el presupuesto universitario 
tendió a estabilizarse o quizás a crecer paulatinamente. 


4. Los actores principales en la política universitaria 
del gobierno constitucional. 


El gasto público en educación asumió durante esta década 
de gobierno constitucional características novedosas que es 
necesario tener en cuenta para un análisis de la política de 
financiamiento universitario. El gobierno de la Nación, que 
hasta mediados de los años setenta gastaba alrededor de una 
tercera parte de su presupuesto educacional en el sistema 
primario, redujo ese aporte significativamente, ya que inició 
a finales de esa década la transferencia de las escuelas a las 
provincias y a la Municipalidad de Buenos Aires. El gasto 
nacional dedicado a la educación primaria se reduce 
actualmente a las transferencias al sector privado. También 
declinó el gasto federal destinado al nivel secundario, en 
buena parte servido en la actualidad por instituciones 
privadas y provinciales. En consecuencia, el nivel terciario 
=-y en particular las universidades nacionales, ya que las 
privadas no reciben subsidios del gobierno-- absorbe una 
proporción muy significativa de los fondos que el Estado 
nacional dedica a la educación. 


Sin embargo, las provincias y la Municipalidad de Buenos 
Aires sostienen a las escuelas con recursos provenientes de su 
participación en impuestos federales. Los retrasos habituales 
en tiempos de crisis, asi como el debate sobre el monto 
adeudado en periodos de alta inflación, provocan un 
enfrentamiento entre esos gobiernos y el Estado nacional, que 
también participa en la política de financiación del sector en 
su conjunto al intervenir en la negociación salarial con los 
gremios docentes, agrupados a nivel nacional. Las 
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universidades nacionales, a su vez, se encuentran en un 
enfrentamiento paralelo con el Estado nacional, cual si fueran 
gobiernos provinciales: ellas disfrutan de una aparente 
autonomía para afrontar gastos que, sin embargo, están 
destinados en gran medida a cubrir sueldos y salarios del 
personal, mientras que estos últimos se fijan en la misma 
negociación nacional con los gremios docentes. Estas dos 
líneas de conflicto --el Estado frente a las provincias y 
frente a las universidades-- están articuladas mediante una 
escala salarial docente a nivel nacional: existe un "cargo 
testigo" cuyo nivel es el objeto de negociación salarial y a 
partir del cual quedan establecidos los niveles de todos los 
otros cargos. La unificación salarial implica que las 
diferencias individuales se producen por la jerarquía, el 
grado de dedicación y la antigúedad, sin que se introduzcan 
dentro de este sistema elementos tales como las variaciones 
regionales O sectoriales ni se puedan utilizar las 
evaluaciones personales o institucionales como criterio para 
la adjudicación de diferencias salariales. 


Una vez recuperada la autonomía, según la legislación 
vigente las universidades debieran elaborar sus presupuestos 
y elevarlos, a través del Consejo Interuniversitario Nacional 
(CIN), al Poder Ejecutivo para ser incluidos dentro del 
presupuesto nacional que este envía al Congreso para su 
aprobación. En los hechos, el presupuesto universitario --que 
hasta 1992 era aprobado por el Congreso a finales de cada año, 
cuando los gastos se habían realizado mediante el sistema de 
adelantos-- surge de una elaboración del Ministerio de 
Economía, en consulta con el de Educación que canaliza las 
presiones del lobby universitario, y se enmarca dentro de la 
política global del gasto en la administración central. Los 
gastos corrientes de las universidades nacionales reflejan 
entonces el volumen del empleo y el nivel de los salarios que 
permite, a grandes rasgos, la política de ingresos del 
gobierno nacional. 


El Ministerio de Educación, cuyo presupuesto está en 
buena parte asignado al sector universitario, no desarrolló 
durante el gobierno de Alfonsin mecanismos propios de 
coordinación y control sobre el mismo, compuesto por un 
conjunto muy heterogéneo de ¡instituciones autónomas con 
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autoridades electas sobre las cuales el Ministerio tiene 
escasa influencia. Una vez normalizadas, el gobierno y su 
Ministro de Educación respetaron cuidadosamente esa autonomía, 
sín recurrir al mecanismo de intervención. En realidad, el 
ministerio funcionaba en la negociación con las autoridades de 
Hacienda como el representante natural del sector educacional, 
incluyendo al subsector universitario. La aprobación del 
presupuesto educativo, la medida más relevante para todo el 
sistema, sufrió en esos años de alta inflación un curso 
arbitrario que dependi 
sobre los adelantos que del presupuesto formalmente presentado 
al Congreso de la Nación y que se aprobó siempre a finales de 
cada año, cuando el grueso del dinero ya habia sido gastado. 
Las comisiones respectivas de ambas cámaras del Congreso --la 
de Educación así como la de Presupuesto-- carecieron de poder 
para controlar las decisiones del ejecutivo, emanadas de la 
Secretaría de Hacienda. La presión politica abierta 
-—declaraciones de prensa, huelgas, movilizaciones 
estudiantiles-- o la más sutil ejercida en los pasillos 
ministeriales, fueron los mecanismos más usuales para que el 
lobby universitario y sus actores principales hicieran llegar 
sus demandas al sistema decisorio. 


más de las decisiones de Hacienda 


Entre 19824 y 1986 el gobierno constitucional, como vimos, 
detuvo el crecimiento de los presupuestos universitarios. Las 
políticas universitarias se tradujeron en una ampliación en el 
volumen del empleo, resultado natural del crecimiento violento 
que sufrió la matrícula a partir de la instauración del 
ingreso irrestricto. Los salarios reales del sector tendieron 
a mantenerse en los primeros dos años y a deteriorarse 
después, en particular en las categorías más altas, que habían 
sido favorecidas durante los años de gobierno militar. El 
empleo masivo de docentes de tiempo parcial fortaleció 
politicamente al estrato de docentes profesionalizados que 
acumulan puestos en diversas instituciones de la enseñanza 
media y superior. Esta ampliación del personal docente 
temporario --asi como los no docentes-- fue más significativa 
en las universidades más grandes, como la Universidad de 
Buenos Aires, donde la instauración del Ciclo Básico Común por 
sí sola impulsó el ensanchamiento de esa franja. El CONICET, 
a través del sistema de apoyo al personal universitario, 
compensó a las categorías de docentes de tiempo completo, 


18 


supuestamente dedicados también a la investigación. Sin 
embargo, el bajo nivel salarial relativo de las posiciones de 
tiempo completo, así como la falta de facilidades en los 
centros e institutos de investigación universitaria, limitaba 
la acción de estos sectores dentro del medio universitario. 


La sindicalización del personal no docente es bastante 
antigua; el cambio más relevante a partir de 1983 fue el 
incremento de la sindicalización y de la movilización de los 
docentes por dos vías diferentes. Por un lado, los docentes 
regulares --el estrato más calificado, ya que se trata de 
personal concursado y excluye a los auxiliares docentes-- 
participan de los organismos colegiados y tienen un papel 
preponderante en la elección de decanos y rectores. Por el 
otro, los sindicatos docentes han incrementado su activismo y 
representan al conjunto del claustro. El sindicalismo docente 
tuvo su origen en los años setenta en las universidades nuevas 
del interior, donde eran más numerosos los cargos de tiempo 
completo cuyos niveles salariales resultaban atractivos frente 
a las otras oportunidades de empleo. Estos docentes, cuya 
actuación sindical fue restringida durante el gobierno 
militar, se convirtieron en un segmento de la burocracia 
pública federal en algunas ciudades menores y provincias de 
escasos recursos. La movilización sindical del personal de 
tiempo parcial en la docencia universitaria es posterior a 
19283. El personal docente auxiliar y aquel sin dedicación 
exclusiva se incrementó a partir de 1984 y su papel en el 
sindicalismo universitario también creció. Su mayor peso 
político se tradujo en incrementos relativamente mayores que 
los obtenidos en los niveles más altos de la jerarquía (en 
contraste con la tendencia de los años 1976-1982), lo que 
produjo un achatamiento general de la escala salarial. 


Los representantes sindicales de los gremios docentes y 
no docentes participan desde 1985 en el proceso de negociación 
salarial que tiene lugar con autoridades ministeriales 
(Educación, Trabajo, Economía) en las cuales el tema 
fundamental es la fijación del salario testigo, aquel del 
maestro de escuela primaria. Además, en cada universidad los 
docentes están representados en los consejos superiores, 
aunque allí no aparezcan como sindicato sino como claustro 
docente en el que sólo los profesores regulares pueden elegir 
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y ser electos. Unos y otros --sindicatos y representantes 
docentes en el gobierno universitario-- también operan dentro 
del lobby universitario, junto con las autoridades y el 
movimiento estudiantil, en los reclamos sectoriales por un 
incremento presupuestario. 


El movimiento estudiantil es un actor organizado del 
juego político universitario desde hace muchas décadas que 
sufrió importantes transformaciones a partir de 1983. La 
principal ha sido su incorporación en los partidos políticos 
mayoritarios, mientras que antes la politización estudiantil 
tendía a transcurrir por fuera del sistema de partidos y en 
todo caso sólo dentro de los partidos de la izquierda. Este 
cambio ha sido más notorio en el caso del movimiento 
mayoritario, Franja Morada, no sólo vinculado con el 
radicalismo de forma orgánica sino también un factor electoral 
de importancia en algunos distritos, como la Capital Federal. 
De esta forma la participación estudiantil se convirtió en un 
elemento de la carrera politica y los centros de estudiantes 
en elementos del sistema político partidario. Su participación 
dentro de la política universitaria --en particular en los 
organismos colegiados, pero también en los procesos de 
movilización y presión sobre las autoridades universitarias y 
nacionales del sector educacional-- se articula directamente 
con la política nacional y local. Esa articulación funciona en 
las dos direcciones: ella opera tanto para allegar recursos 
-—militantes, votos-- al sistema político como para utilizar 
los recursos propios de este último --poder e influencia en el 
gobierno-- para objetivos dentro del campo educativo. 


De cierta manera esta característica nueva del movimiento 
estudiantil se hace extensiva a buena parte de las autoridades 
universitarias, electas en todos los casos por los claustros 
respectivos. En efecto, la mayoría de los rectores y muchos de 
los decanos tienen en la actualidad una identidad política 
clara y sus cargos son, en los hechos, parte de una carrera 
política. En muchas ciudades de provincia, por ejemplo, la 
rectoría constituye un cargo codiciado por los recursos 
autónomos de que dispone; no resulta extraño, entonces, que 
los rectores sean candidatos naturales a la gobernación de sus 
provincias. Los rectores de las grandes universidades 
nacionales son miembros naturales de la élite política 
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nacional y resultan encumbrados en sus cargos mediante 
procesos electorales que combinan factores propios de la 
institución como aquellos que provienen de la política 
nacional y local. Las instituciones que dirigen son relevantes 
para dicha política y su posición en ella es un recurso 
fundamental para su labor dentro de la institución y en las 
negociaciones con las autoridades educativas y económicas 
nacionales, Durante la administración alfonsinista el 
Ministerio de Educación operó a menudo como el representante 
del lobby universitario, liderado por los rectores, dentro del 
gabinete, en particular en las negociaciones con los 
encargados de la politica económica. 


Si bien el sistema partidario otorga un marco relevante 
para la operación de este sistema de representaciones, es un 
marco muy flexible dada la extremada heterogeneidad ideológica 
y el faccionalismo reinante dentro de los partidos políticos. 
De esta manera, el procesamiento de las políticas de cada 
universidad queda librado a un conjunto de circunstancias que 
incluyen de forma destacada variables del contexto político 
nacional y local. En ningún momento de la adninistración 
alfonsinista existió un programa de politicas universitarias 
o para el sistema de educación superior que contara con 
suficiente visibilided y apoyo politico como para poner orden 
en la toma de decisiones, Por el contrario, la unificación de 
esas políticas sólo existió alrededor de algunos objetivos de 
gran valor simbólico (como la gratuidad y el ingreso 
irrestricto) pero sin que se fundamentasen mecanismos de 
coordinación y programación para el sistema universitario. Los 
problemas distributivos -la asignación de los recursos entre 
las instituciones o dentro de ellas- fueron resueltos sin 
recurso a esa fundamentación. 


5. La transición democrática y las nuevas reglas del 
juego político en el sector universitario". 


El cambio de autoridades nacionales operado en julio de 


% Esta sección está basada er. conversaciones informales, 
> con actores y la lectura de periódicos, tareas en 
las cuales agradezco la colaboración de Carlos Marquis y 
Augusto Trombetta. 
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1989 se produjo en medio de una crisis política muy aguda, 
asociada de forma indisoluble con un pico hiperinflacionario 
que ponía en jaque las raíces del Estado mismo. El gobierno de 
Alfonsín, derrotado electoralmente, no era capaz de otorgar 
credibilidad a la moneda que emitía ni a las otras decisiones 
políticas que anunciaba. Las nuevas autoridades educativas 
nombradas por el Presidente Menem, comenzando por el ministro 
Salonia y su grupo más directo de asesores, eran identificadas 
por las universidades estatales como "privatistas". Muchos de 
ellos no provenían del peronismo, sino que estaban 
históricamente vinculados al MID, orientado por el 
ex-presidente Frondizi, responsable por la legislación que 
autorizó por primera vez el funcionamiento de las 
universidades privadas en el país. No era el único sector 
gubernamental donde operaban miembros de otros partidos o 
personalidades extrapartidarias. El gobierno incorporaba 
algunos enemigos tradicionales del peronismo, como los 
liberales de la UCEDE --la tercera fuerza electoral a nivel 
nacional que obtuvo menos del 10% de los votos en el 
Congreso-- en sectores fundamentales, como en el manejo de la 
economía. El giro a la derecha era evidente y no sorprendía 
que tal cosa ocurriera en el campo educacional, donde la 
tradición dictaba que el ministro debía ser mínimamente 
aceptable para los sectores católicos. 


Las nuevas autoridades tardaron poco tiempo para dar a 
conocer los lineamientos hacia los que se dirigía la política 
de financiamiento universitario: dentro de la tónica general 
de restricción del gasto público, el Estado estimularía el 
crecimiento de los aportes privados a las instituciones 
universitarias. Desde un comienzo esto fue conocido como la 
batalla por el arancelamiento, aunque los voceros del 
Ministerio de Educación siempre enfatizaran que el paquete 
"privatista" era más complejo: incluía la flexibilización de 
las instituciones para que ellas pudieran vender servicios, 
recibir donaciones y disponer de sus recursos de forma más 
autónoma y eficiente'!. La estrategia adoptada, sin embargo, 


7 m Varias universidades ya habían iniciado programas 
dirigidos a mejorar su oferta científica y técnica para el 
mercado productivo. Además, en 1987 se' habia creado la 
Dirección Nacional _de Convenios dentro del Ministerio. Sin 


embargo, sólo en 1989 bajo el nuevo signo político estas 
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entrampó el debate dentro del marco restringido de un tema 
cargado ideológica y emocionalmente: el arancel universitario 
para los estudios de grado, formalmente prohibido por ley del 
gobierno radical --sin duda una limitación del sistema de 
autonomía universitaria que los sectores reformistas que la 
defienden con firmeza jamás objetaron. 


En efecto, la estrategia fue la del "trascendido" o de 
las declaraciones de funcionarios respecto de los planes del 
gobierno al respecto, sin que hubiera en un comienzo una 
propuesta sobre el mecanismo para el debate pre-legislativo ni 
una sorpresiva presentación de un proyecto de ley en el 
Congreso. Además, esta estrategia difundía información sobre 
planes de "privatización" en el peor momento de financiación 
estatal de las universidades de la última década; arrastrado 
por la crisis fiscal ocasionada por los dos picos 
hiperinflacionarios de mediados y fines de 1989, durante el 
segundo semestre ese año el Estado se encontraba en situación 
de cesación de pagos, retrasando los salarios de toda la 
administración central, retaceando las transferencias a las 
provincias y demorando los pagos a proveedores y acreedores 
externos e internos. 


Dicha estrategia, orientada a resquebrajar la unidad del 
sector universitario --que esconde divergencias dentro del 
radicalismo mayoritario y cierto avance del peronismo en 
minoría, pero también una competencia entre instituciones y 
alianzas políticas múltiples y cambiantes--, resultó por el 
contrario en la unificación aparente de la oposición al 
arancelamiento. En octubre de 1989 comenzaron a escucharse 
declaraciones contrarias por parte de autoridades 
universitarias. Curiosamente, algunas de ellas, como la del 
Rector de la Universidad de Rosario, expresaba explícitamente 
la necesidad de incrementar los recursos propios mediante una 
reforma de la legislación que permitiera a su institución 
“salir al mercado..., disponer rápidamente de su dinero y 
comprar al que vende más barato", pero la noticia quedaba 
rotulada por su declaración de que "sólo en una situación de 
crisis insoluble se podria contemplar tirar abajo una bandera 


formas de "privatización” fueron propaladas como un objetivo 
valioso por las autoridades ministeriales. 
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como la gratuidad de la enseñanza" (La Nación, 31-10-89). 
Mucho más agresivas fueron las declaraciones estudiantiles, 
incluyendo aquellas provenientes de organizaciones peronistas. 
Así, la Juventud Universitaria Peronista declaraba que "la 
politica universitaria da la espalda a la plataforma" 


electoral de su partido: "la consecuencia directa del 
arancelamiento será la elitización de la Universidad" (Clarín, 
25-10-89). En ello coincidía con el sector estudiantil 


mayoritario, Franja Morada, que representa al partido radical 
dentro de las universidades, asi como con los gremios del 
personal docente y no docente. 


En noviembre de 1989 el Consejo Interuniversitario 
Nacional (CIN) se reunió para discutir el financiamiento 
universitario, rechazando con firmeza y de forma unánime una 
propuesta que aún no existía formalmente. El documento decía 
"No creemos que el arancelamiento ayude a solucionar el 
problema presupuestario", mientras que afirmaba su preferencia 
por "otras formas de diversificación del financiamiento de la 
educación universitaria" para concluir que, en lo inmediato, 
lo que se debía hacer era "recomponer la insostenible 
situación salarial de nuestros docentes y del personal de 
apoyo a la docencia" (Clarín, 12-11-89). 


Desde ese momento, el debate quedó enmarcado en el 
contexto de "arancelamiento versus aportes del Estado" cuando, 
nadie dudaba, dichos aportes estaban en un nivel histórico muy 
bajo dentro del contexto de penuria presupuestaria nacional. 
En dos años, afirmaba el CIN, el presupuesto del sector "se 
redujo en un 70 por ciento comparado con el del '87% (Página 
12, 20-12-89). Ello colocaba al Ministerio en una situación 
curiosa. Por un lado, operaba en la forma tradicional dentro 
de la política argentina como representante de los intereses 
de todo el sector educacional en el Poder Ejecutivo y frente 
a la Secretaria de Hacienda (que controla los desembolsos). En 
ese papel, no podía sino coincidir con la oposición, aunque 
siempre asegurando que la voluntad gubernamental era favorable 
a la recomposición salarial apenas ello fuera factible. Allí 
representaba por igual a todos los niveles del sector 
educacional, incluyendo al sector privado de la enseñanza 
primaria y medía, afectado negativamente por la disminución en 
las transferencias operadas por el Estado nacional. Por el 
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otro, se colocaba en la postura de reformar el financiamiento 
universitario, postulando uno de los pocos cambios que 
unificaba a la oposición a su política dentro de ese campo, el 
arancelamiento de los estudios, y aparentemente inhibido de 
presentar un plan comprehensivo que pudiera ser discutido 
públicamente con los otros actores dentro del sistema 
universitario o en el Congreso de la Nación. 


En enero de 1990 se reunió, por primera vez bajo la 
administración peronista, la comisión participativa de 
política salarial educativa. Las deliberaciones se realizaron 
en dependencias del Ministerio de Trabajo, con la asistencia 
de autoridades de esa cartera, de Educación y de Economía, asi 
como representantes del CIN y dirigentes de las entidades 
gremiales docentes. Esta última representación era 
particularmente compleja en el sector universitario, dado que 
todavía el sindicato que intentaba agrupar a los docentes 
(Confederación Nacional de Docentes Universitarios, o CONADU) 
no contaba con la personeria juridica correspondiente, por lo 
que allí se encontraban los representantes de las entidades de 
base que componían dicha Confederación. Esa compleja mesa sólo 
tenía un punto para discutir: el sueláo inicial del maestro de 
escuela, ya que todo lo demás quedaba automáticamente atado á 
esa decisión. Por detrás de la gran complejidad representativa 
existían sólo dos lados: los peticionantes, asistidos por "sus 
ministerios" --Trabajo y Educación- enfrentados con la 
Secretaría de Hacienda del Ministerio de Economía, que 
controlaba las arcas exhaustas del Estado. 


A lo largo de 1990, estos dos frentes del debate --uno 
sobre la posible reinstauración del arancel para estudios de 
grado, otro «sobre el nivel del «salario docente--= se 
desarrollaron sin que se produjera ninguna propuesta 
legislativa del Poder Ejecutivo para reformar el sistema 
universitario o su funcionamiento financiero. Fue un año 
marcado por constantes huelgas docentes en los distintos 
niveles educativos, ya que el retraso salarial continuaba a 
pesar de las promesas ministeriales al respecto. Esas huelgas 
eran impopulares entre los alumnos y sus padres, que sin 
embargo atribuian la responsabilidad al gobierno. La falta de 
reacción gubernamental obedecía a la cautela con que trataba 
cualquier incremento salarial en un sector de la 
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administración pública debido al papel fundamental que tenia 
el control del déficit fiscal en toda la política económica. 
Las huelgas universitarias, para una administración política 
que deseaba introducir confianza en las politicas de largo 
plazo pero acorralada por presiones del Tesoro, tenian una 
importancia menor. 


Frente a las tensiones crecientes dentro del sector 
universitario, el Poder Ejecutivo, inhibido de dar soluciones 
concretas a la solicitud de incremento presupuestario y dudoso 
de sus posibilidades de éxito parlamentario para reformar el 
régimen legal de las universidades nacionales, intentó 
promover la paz universitaria mediante un acto simbólico de 
afirmación del consenso. El presidente Menem salió al frente, 
en su estilo personal, mediante un documento de buena voluntad 
denominado "Protocolo para la Concertación Universitaria" 
para el que solicitó y obtuvo apoyo por parte de los rectores. 
El Protocolo incluía doce puntos globales y un acta 
complementaria por la que se constituyeron comisiones de 
trabajo para implementarlos. El Protocolo se destacaba por su 
orientación voluntarista, ignorando las restricciones reales 
y las demandas especificas de acción. En su primer punto, por 
ejemplo, el Poder Ejecutivo se comprometía a promover por 
todos los medios la valorización de las universidades y de su 
actividad científica; en el segundo las universidades 
comprometían «su decisión de volcarse al servicio del 
desarrollo integral del país. Por supuesto, no existe forma de 
evaluar, en cualquier plazo de tiempo, si dichas promesas son 
cumplidas o no, ya que no existen referentes concretos para 
hacerlo. 


Esta declaración de paz y cooperación, de la cual nadie 
podía distanciarse, no impidió que a la semana siguiente la 
Federación Universitaria Argentina, con la adhesión sindical, 
llamara a una marcha "en defensa de las universidades 
nacionales" ante el peligro de cierre de muchas instituciones. 
Miles de estudiantes y docentes marcharon frente al Ministerio 
de Educación, donde hicieron entrega de un documento con 
diversas peticiones presentadas en tono de dura crítica a la 
política ministerial. Sin embargo, quizá con cierto cinismo, 
el Ministerio respondió mediante una carta felicitando 
"vivamente" a los estudiantes por la iniciativa de marchar 
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contra el arancelamiento que había sugerido pero que aún no 
era objeto de propuesta legislativa alguna. Como afirmaba un 
periódico que normalmente se ¡identifica con el sector 
universitario, los conceptos del ministro "no hicieron mucha 
luz sobre el pliego de reivindicaciones acordado entre 
estudiantes, docentes y no docentes” (Página/12, 30-6-90). 


A partir de la firma del Protocolo, sin embargo, comenzó 
a funcionar una nueva instancia de negociación dentro del 
ámbito universitario: la Comisión de Concertación, creada por 
el Decreto 990 de 1991. Ella reúne, de un lado, a 
representantes de alto nivel de los Ministerios de Educación 
y Economía y de la Secretaría de la Función Pública --los 
sectores del Poder Ejecutivo involucrados en el tema--, y del 
otro, a la Comisión de Economía del CIN. La Comisión de 
Concertación se reúne periódicamente a puertas cerradas. Una 
tarea inicial fue la elaboración de un informe estadístico 
actualizado, sobre la base de informes especiales solicitados 
a todas las universidades nacionales. Aunque es bien sabido 
que dichos informes distan de ser confiables, es la mejor 
información disponible, ya que el sistema estadístico, que 
siempre tuvo muchas fallas, sufrió un serio deterioro a partir 
de 1989. En septiembre de 1991 la Comisión compiló los 
informes en un compendio global y con un sistema de 
indicadores que permite tener una visión para cada 
institución; ella resulta en principio útil para discutir las 
posibles reformas al sistema de financiamiento universitario, 
pero como también podría ser utilizada para redistribuir los 
fondos aprobados por el Congreso, su escasa confiabilidad 
puede atribuirse a las distorsiones que cada institución 
informante les introdujo. 


La demora del Ministerio de Educación para modificar el 
régimen financiero o la legislación general sobre las 
universidades fue atribuida, durante 1991, a una expresa 
voluntad presidencial de evitar nuevos temas conflictivos 
durante un año electoral. Sin embargo, luego del triunfo 
gubernamental en el mes de septiembre, tampoco se produjeron 
novedades. Mientras, el panorama de las posiciones con 
respecto a la reforma financiera se volvía más complejo por 
decisiones emanadas tanto del sector universitario como del 
mismo gobierno. 
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Una de ellas fue la ruptura del frente universitario 
contra el arancelamiento cuando la segunda universidad del 
país, la de Córdoba, aprokó en el mes de mayo de 1990 una 
"contribución obligatoria" a los alumnos, equivalente a un 
arancel pero que, por su formalidad, escapaba a la prohibición 
legal. La norma fue aprobada por una mayoria sorprendente del 
Consejo Superior contra la oposición de dos votos 
estudiantiles aislados. La aplicación de este arancel causó 
inmediata y negativa repercusión en las otras universidades, 
de las que se hizo eco el CIN. El rector de la Universidad 
Tecnológica Nacional llegó a hablar de una traición por parte 
de su colega cordobés. La Asamblea Universitaria, convocada en 
el mes de agosto de 1990 para discutir una variedad de temas 
pero que, de forma clara para sus participantes, se convertía 
en el foro para unificar la oposición del sector frente al 
Ministerio, elaboró una resolución contraria a la decisión 
cordobesa. Sin embargo, ese embate no hizo sino reforzar el 
espíritu regionalista típico imperante en esa provincia, que 
escudada detrás de su autonomía continuó hasta la fecha 
implementando con éxito su decisión. La iniciativa no fue 
imitada pero la Universidad Nacional de Córdoba tampoco quedó 
tan aislada dentro del CIN como podía temerse. La medida fue 
ratificada en 1992, cuando además el rector Delich resultó 
reelecto por decisión de la Asamblea Universitaria cordobesa. 


La decisión tomada por la Universidad de Córdoba, 
politicamente muy visible, puso de manifiesto una gama más 
amplia de iniciativas locales, tomadas por cada institución, 
que permanecían ocultas de la agenda pública. Las 
universidades mostraron, a partir de la recuperación de su 
autonomía, una cierta capacidad de respuesta frente a las 
restricciones presupuestarias que fue mucho más allá de la 
habilidad relativa de sus autoridades para presionar por 
fondos federales. Esa capacidad se puso en evidencia, entre 
otras medidas, en la obtención de recursos de otras fuentes 
así como en la política de asignación presupuestaria dentro de 
los márgenes estrechos que les permite la legislación. En 
otras palabras, algunas universidades son mejor administradas 
que otras, aungue ello rara vez trasciende públicamente o es 
siquíera bien conocido dentro de la comunidad universitaria 
misma. 
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Otra novedad fue la secuencia de aprobaciones 
parlamentarias de nuevas universidades nacionales, incluyendo 
partidas presupuestarias especiales para dichas instituciones 
a pesar de la promesa de no expandir el gasto del sector. 
Respondiendo a presiones locales, transmitidas dentro del 
ámbito parlamentario, el Poder Ejecutivo refrendó decisiones 
del Congreso al respecto. El primer caso --la Universidad 
Nacional de Formosa era una propuesta que la administración 
radical había vetado en 1988. Las otras dos universidades, en 
Quilmes y La Matanza, dentro del Área Metropolitana de Buenos 
Aires, fueron propuestas nuevas de legisladores peronistas. En 
las tres se involucraban intereses de sectores del partido en 
el gobierno que se comprometían a obtener aportes financieros 
autónomos, de empresas locales o de contribuciones 
municipales. El Ministeric de Educación aprobó las medidas a 
pesar de su conocida postura sobre el exceso de la oferta 
educacional superior y la escasez presupuestaria. La relativa 
facilidad con la cual se aprobaron esas iniciativas en 
contradicción aparente con la política global del sector y en 
ausencia de evaluaciones serias sobre la factibilidad de las 
nuevas instituciones minó las tentativas ministeriales de 
aparecer en defensa de los criterios modernos de evaluación y 
eficiencia frente a los rectores y otros dirigentes del campo 
universitario. 


Una tercera novedad provino del ámbito ministerial: la 
aprobación acelerada de propuestas para la creación de 
universidades privadas. Las solicitudes estuvieron paralizadas 
desde 1974, cuando un decreto suspendió su acreditación, a 
pesar de ser éste derogado en 1980. En 1989 voceros del 
Ministerio hicieron saber informalmente que ello se 
modificaría; un día se filtró la noticia sobre los trámites 
iniciados a consideración del Ministerio, que superaban los 
veinte, en un diario porteño. Durante 1990 se aprobaron 
algunos de ellos, sin explicitarse el mecanismo seguido --la 
Confederación de Rectores de Universidades Privadas no fue 
consultada o redactó dictámenes negativos, a pesar de que su 
aprobación era requerida según las reglamentaciones”, En 


% El CRUP no ha sido consultado tampoco sobre la 
propuesta de una ley general de educación ni sobre las que el 
Ministerio elaboró con respecto a las universidades. A pesar 


29 


septiembre de ese año el Ministerio creó una Comisión de 
Planeamiento Universitario, a cargo del estudio de las 
solicitudes de autorización provisional para el funcionamiento 
de establecimientos privados, sin indicar quiénes la 
conformarían (Clarín, 30-9-90). Dicha comisión no figura 
dentro del organigrama del Ministerio en las publicaciones 
oficiales del mismo. En poco más de un año el Ministerio 
aprobó en total ocho iniciativas, incrementando a treinta y 
una las universidades privadas del país. Las instituciones 
nuevas son aún pequeñas y en su mayoría se concentran en la 
ciudad de Buenos Aires y alrededores. Todas deben ofrecer al 
menos tres carreras de grado, entre las que predominan las 
ciencias sociales (administración de empresas, en particular) 
y las humanidades, aunque también hay dos nuevas escuelas de 
medicina. Algunas se destacan por el aporte empresario, así 
como por el alto nivel de los aranceles que cobran a los 
alumnos. Aunque ninguna está vinculada oficialmente con la 
Iglesia Católica, una institución recibe la asistencia del 
Opus Dei. 


Después de dos años de la administración del Ministro 
Salonia, a finales de 1990, se produjeron las primeras bajas 
importantes en la dirección de la política universitaria del 
gobierno como resultado del desgaste operado en ese período. 
Enrique Bulit Goñi, el principal propulsor de la política de 
reforma del financiamiento, renunció a su cargo; otro tanto 
hizo poco después José Luis de Imaz, el intelectual más 
notorio de la administración que había redactado la propuesta 
de reforma global del sistema universitario que propulsaba un 
cambio fundamental en su gestión, abandonando los principios 
de la Reforma. Esas renuncias atemperaron las propuestas más 
innovadoras del Ministerio y las reemplazaron por otras que 
tuvieran mejores posibilidades de transitar exitosamente los 
vericuetos del Congreso Nacional. 


Mientras tanto, sin que el Congreso Nacional comenzara 
aún el debate sobre las propuestas de nueva legislación 
educativa en general ni que se avanzara en la elaboración de 
leyes universitarias o sobre su régimen financiero, el éxito 


de su tono "privatista", el Ministerio no se ha apoyado en el 
CRUP tanto como este quisiera. 
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de la política antiinflacionaria del Ministro Cavallo comenzó 
a repercutir sensiblemente en el debate sobre el 
financiamiento. En efecto, el plan económico aprobado a 
comienzos de 1991 resultó en un abrupto descenso de la 
inflación, que se estabilizó en niveles cercanos al 2% 
mensual, así como en una recomposición de las cuentas 
fiscales. Ello permitió, ya durante 1991, un incremento del 
presupuesto universitario sobre los niveles bajísimos de 1990. 
El año 1992 deparó otra novedad importante: el Congreso de la 
Nación aprobó el presupuesto nacional a comienzos del período 
«+-en vez de hacerlo, como era habitual, cuando ya finalizaba-- 
y fijó la partida correspondiente a las universidades 
nacionales en cerca de 800 millones de dólares”. Esta cifra 
se aproxima a la del período 1983/6, aunque su poder de compra 
en el mercado es sin duda mucho menor que entonces dada la 
actual ta de cambio. En abril de 1992, el CIN continúa 
elevando propuestas para salir de su ahogo financiero. Por 
ejemplo, le recuerda al Presidente su palabra de asistir a las 
universidades con parte de los ingresos obtenidos por la 
privatización de la Empresa Nacional de Teléfonos, por lo cual 
reclamaban 300 millones de dólares adicionales para superar la 
emergencia (Página/12, 1-4-92). De igual forma apoya los 
proyectos de ley que, como el presentado por el diputado Dante 
Caputo, auspician la creación de impuestos especiales para 
asegurar los recursos disponibles del sector de forma 
permanente y con un nivel mínimo por encima del financiamiento 
histórico. 


Aunque las universidades nacionales nunca enfrentaron una 
situación económica tan adversa como la de años recientes, 
este ciclo tiene semejanzas con los anteriores. Presenciamos 
una vez más el fin de un descenso abrupto, que se prolongó 
entre 1988 y 1990, y quizás el inicio de un incremento 1991/2. 
Pero existe en 1992 una novedad importante que no fue siquiera 
registrada por la prensa: por primera vez desde la 
restauración constitucional, el Ministerio de Economía envió 
al Congreso una propuesta global de financiamiento de las 
universidades nacionales, sin desglosarla por institución ni 


1% Él presupuesto total es de U$S 820 millones, pero 
incluye U$s 30 millones de uso discrecional por el Ministerio 
y U$s 50 millones para la investigación científica. 
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asignar esos recursos a gastos corrientes y a inversiones. Esa 
propuesta sólo dejaba separado el aporte al sistema de apoyo 
a la ciencia y una partida discrecional para el Ministerio de 
Educación, que apenas sumaban entre ambas el 10% del 
presupuesto total. El sistema adoptado dejaba abierta la 
asignación a una negociación entre las universidades dentro 
del CIN. Sin embargo, el lobby universitario se opuso a ese 
mecanismo, cuyo peligro evidente era la competencia descarnada 
entre universidades y dentro de ellas. For esta razón, los 
universitarios presionaron para que el Congreso de la Nación 
aprobara las partidas de la forma usual --con partidas 
especificas por institución y por rubro-- dejando que esa 
competencia se diera en la forma de presiones sobre el mismo 
Congreso. 


A pesar de las expresiones públicas usuales, en las 
cuales los rectores se lamentan de no tener a su disposición 
sino una fracción mínima de las decisiones presupuestarias, 
ellos rechazaron la oportunidad de modificar el sistema. El 
Congreso aprobó algunas redistribuciones significativas de 
fondos en comparación con el reparto realizado el año 
anterior. Aparentemente, la habilidad política de algunas 
autoridades universitarias se puso de manifiesto, ya que 
obtuvieron un incremento más que proporcional de su 
presupuesto, recuperando aquello que reclamaban haber peráido 
en años recientes. Los perdedores del caso fueron algunas 
instituciones pequeñas, cuyas autoridades reclamaron la 
asistencia del Ministerio, que tuvo así que movilizar parte de 
sus fondos especiales. En contra del sentido común, el éxito 
de las gestiones --unos en el Congreso, otros en el 
Ministerio-- no puede ser identificado por la línea partidaria 
de sus interlocutores: los principales ganadores y perdedores 
pertenecen, curiosamente, al partido radical. El episodio 
aleja cualquier duda sobre la escasa relevancia de los 
criterios de eficiencia, costos relativos, funciones que 
cumplen las instituciones, etc., en la asignación de recursos 
federales para el sistema universitario, 


6. Los términos del debate político actual, 


El proyecto de ley relativo al nuevo régimen 
económico-financiero de las universidades nacionales --una 
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modificación de la propuesta original elaborada por Bulit Goñi 
y sus asesores-- y las respuestas puntuales elaboradas por la 
Comisión de Asuntos Educacionales del CIN, constituyen ahora 
los términos del debate político sobre el financiamiento 
universitario tal como han sido colocados en la Comisión de 
Concertación. Aunque el Poder Ejecutivo ha decidido dejar de 
lado momentáneamente esa propuesta, ella ha tenido la virtud 
de subrayar los puntos de conflicto entre la mayoría en el 
lobby universitario y el Ministerio de Educación. Los 
principales puntos de discordia son los siguientes: 


a) Gestión del presupuesto universitario. Este es, 
quizás, el tema más importante de la agenda en debate, pero 
tiene una visibilidad mucho menor que el arancelamiento, 
quizás el único que recoge la prensa cotidiana. El sector 
universitario reivindica una relación directa con el Congreso 
Nacional, pretendiendo que, como hasta ahora, la asignación de 
recursos para cada —universidad figure en la ley de 
Presupuesto, descartando la posibilidad de que el gobierno 
nacional asigne una suma global y única, otorgando al 
Ministerio de Educación la autoridad para utilizar algún 
criterio propio en la distribución de fondos. El Ministerio, 
en cambio, desea ese rol para poder redistribuir las cuotas 
--actualmente defendidas en méritos a la evolución de la 
matrícula en cada universidad o peleadas por cada una mediante 
las conexiones políticas a su alcance-- aplicando criterios 
explicitos. El Ministerio descaría premiar a las universidades 
y dependencias que ofrecen programas de mejor calidad, 
aquellas que son más eficientes en el uso de sus recursos o 
las que cumplen funciones únicas dentro del sistema. Así, 
promete distribuir los fondos evaluando cada programa y 
analizando indicadores que permiten estabiecer la eficiencia 
del gasto y la calidad educativa: los indicadores mencionados 
son la relación entre alumnos ingresados y egresados, aquella 
entre personal docente y no docente, la obtención de recursos 
complementarios (p.e., por la vía del arancel) y la promoción 
de la investigación científica. Estos indicadores no gozan del 
consenso de los rectores universitarios ni de sus consejos 
superiores. Su temor es que esos criterios escondan juicios 
arbitrarios del Ministerio. Este no dio muestras de su 
disposición para utilizar comités independientes, con 
participación académica o profesional, en el proceso de 
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evaluación destinado a asignar los recursos aprobados por el 
Congreso. Tampoco lo hizo para lograr el credenciamiento de 
universidades nuevas, nacionales o privadas. Esta es una razón 
adicional para que los rectores prefieran "no innovar" dentro 
de un reparto que tiende a mantenerse estable en el corto y 
medio plazo. Los conflictos internos dentro del CIN y en cada 
una de las instituciones universitarias no impiden el 
funcionamiento de un frente común en este aspecto crucial de 
la agenda política del sector, 


b) Gratuidad de la enseñanza de grado. Este tema provoca 
siempre reflejos rápidos en la prensa y la opinión pública. El 
CIN mantiene su posición a favor de la gratuidad de la 
enseñanza de grado (el posgrado ya está arancelado) a pesar de 
los quiebres internos ya señalados. Públicamente el CIN y 
algunas autoridades universitarias recurren a conceptos 
cargados de simbolismo en la historia de la política 
universitaria, sobre todo por la asociación mental que 
persiste entre el arancelamiento y el régimen militar que lo 
estableció en los años ochenta. Su argumento principal es que 
por ese medio el PEN intenta reducir definitivamente el 
presupuesto estatal al minimo en que se encontraba en 1989/90. 
En privado, muchos rectores y decanos, asi como otros líderes 
del sector, expresan opiniones mucho más matizadas y a menudo 
favorables al arancelamiento. Muchos indican que la dificultad 
principal radica en que el Poder Ejecutivo desea transferir la 
decisión sobre el arancelamiento y su aplicación a cada 
institución, "desplazando el posible conflicto...del PEN hacia 
cada universidad en particular" (Paviglianiti, 1992). La 
posición ministerial es favorable a que cada universidad pueda 
establecerlo, pero incluye además al arancelamiento como señal 
positiva dentro del sistema de premios y castigos. En efecto, 
el Ministerio expuso su voluntad de reforzar las partidas de 
aquellas instituciones que generen recursos propios, 
estimulándolas a hacerlo para mejorar la educación superior 
sin demandar un mayor volumen de recursos estatales. La 
propuesta de ley de financiamiento universitario elaborada por 
el Ministerio declaraba de forma solemne que "en ningún caso 
podrá disminuirse el aporte estatal individual, como 
contrapartida de la generación de mayores recursos propios en 
el ejercicio anterior, que no provengan del uso del crédito". 
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Cc) La propuesta de ley indica que cada Consejo Superior 
universitario debe elaborar, administrar y controlar su 
presupuesto económico-financiero anual y establece con algún 
detalle sus funciones y atribuciones. Esto no modifica 
sustancialmente el sistema actual, pero el CIN sostiene que 
cada universidad se ha dado sus propios estatutos dentro de la 
ley de autonomía universitaria, por lo cual la nueva ley de 
presupuesto no debiera decirle nada al respecto: la atribución 
de funciones a los Consejos Superiores no es algo que el 
Ministerio debiera considerar. Aunque menor, este tema esconde 
un conflicto latente en todo el debate sobre la interpretación 
de la autonomía universitaria. Dicho conflicto salió a la luz 
a comienzos de la administración peronista alrededor de un 
decreto del Poder Ejecutivo vetando la resolución de una 
universidad nacional relativa a un concurso docente. La Corte 
Suprema falló en favor del Poder Ejecutivo. El tema de la 
autonomía sin duda es más amplio que aquel que se refiere al 
financiamiento; sin embargo, su aspecto más urticante es ése: 
quién decide sobre la distribución de recursos asignados 
globalmente por el gobierno nacional para el sector 
universitario, y por lo tanto cuáles son las atribuciones de 
las autoridades universitarias que se definen en sus propios 
estatutos pero que evitan por lo general toda referencia a la 
asignación interna de recursos. 


d) Gestión administrativa. Existe consenso sobre la 
necesidad de agilizar la administración de fondos por parte de 
las universidades, librándolas de las trabas existentes para 
obtener recursos propios y para ejecutar sus gastos e 
inversiones. El sistema utilizado en la actualidad ha hecho 
crisis, en parte porque el contexto de alta inflación implica 
pérdidas irreparables cuando se demoran los pagos o la 
acreditación de recursos. Sin embargo, el Poder Ejecutivo 
señala de forma insistente las ineficiencias de la 
administración universitaria en el uso de recursos y pretende 
regularla en detalle o supervisar sus resultados, mientras que 
el sector universitario sostiene que la flexibilización 
debiera quitarles de encima un sistema agobiante de controles 
y auditorías. El uso de una escala salarial única e inflexible 
en todo el sistema universitario constituye otro tema de la 
agenda donde existen desacuerdos pero que no ha sido objeto 
explícito de debate en el contexto de la ley sobre el régimen 
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económico y financiero de las universidades. 


Hasta aquí los puntos fundamentales de la oposición entre 
el Ministerio y las universidades en lo que hace al 
reordenamiento financiero. Este, sin embargo, se relaciona 
intimamente con el proyecto más  abarcativo de ley 
universitaria que el Poder Ejecutivo no ha presentado aun al 
Congreso, aunque un anteproyecto preparado por José Luis de 
Imaz circuló ampliamente. El Ministerio prefirió inicialmente 
avanzar en la legislación sobre el reordenamiento financiero, 
ya que la otra propuesta sugiere reformas al régimen de 
gobierno de las universidades que no son negociables. En 
efecto, la propuesta del ex asesor ministerial modifica el 
sistema de representación tripartito, otorgando a los 
docentes, dentro de una nueva "ley marco" que inspira pero no 
reemplaza a los estatutos de cada universidad, la 
responsabilidad mayor y casi exclusiva en el gobierno de las 
universidades, propuesta inaceptable para buena parte del 
sector universitario, en especial el movimiento estudiantil y 
sindical. 


El anteproyecto elaborado por Imaz no es ambiguo. Declara 
de forma taxativa que "los profesores tienen que mandar en la 
Universidad", mientras que los demás estamentos participan en 
ámbitos específicos que les incumben. También sostiene la 
necesidad de menguar el llamado "asambleísmo"” o tendencia a 
las decisiones colectivas, siempre demoradas y poco 
ejecutivas. Esto significa, lisa y llanamente, ponerle fin a 
un sistema establecido de acuerdo con la Reforma de 1918; ese 
sistema de gobierno tripartito, que en algunos casos se ha 
ampliado para incluir un cuarto sector --los no docentes--, es 
responsabilizado por la politización y partidización extremas 
en la elección de autoridades, que el gobierno nacional dice 
que desea eliminar. 


El anteproyecto coloca al Poder Ejecutivo explícitamente 
como recurso administrativo de alzada, dándole el control 
final sobre las universidades. Los estatutos universitarios, 
que las instituciones se otorgan a sí mismas de forma 
autónoma, deben ajustarse según el anteproyecto a los marcos 
de la ley de educación universitaria, otorgándole al Poder 
Ejecutivo Nacional autoridad para controlar si tal adecuación 
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efectivamente existe. En cambio, el movimiento de Reforma 
siempre ha sostenido que las decisiones de cada universidad 
<-tales como aquella de darse sus propios estatutos-- sólo 
podían ser apelados por vía judicial y no administrativa. El 
anteproyecto permite recurrir al Ministerio de Educación --un 
fallo de la Corte Suprema en 1990 lo sancionó con la 
legislación actual-- mientras que el sector universitario 
sostiene que las partes pueden recurrir exclusivamente a la 
justicia federal. Este tema volvió a la agenda pública 
recientemente cuando las autoridades de la Facultad de 
Medicina apelaron al ministerio en contra de una resolución 
del Consejo Superior de la UBA que sostenía la ilegalidad de 
las elecciones estudiantiles llevadas a cabo en esa Facultad. 
El Ministerio aceptó la apelación y ordenó al Consejo Superior 
incorporar a los delegados estudiantiles electos en esa 
ocasión. A su vez este devolvió la nota del Ministerio pero no 
introdujo una acción judicial. En apariencia, las 
negociaciones entre el Rector y el Decano están en proceso de 
dar una solución al conflicto institucional, evitando la 
posible intervención formal de la Universidad. 


Estos son los dos temas básicos que hacen al debate 
sobre el lugar de las universidades nacionales en el 
ordenamiento del sistema educativo nacional: su forma de 
gobierno y la articulación con las autoridades educativas. 
Pero estos son los temas más profundamente divisorios, por lo 
cual tienen menores posibilidades de debate público en el 
momento actual. Esto obligó al Ministro a posponerlos 
indefinidamente. En 1991 el Presidente Menem dio instrucciones 
de no introducir ninguna legisiación nueva durante el periodo 
electoral, determinando una demora de varios meses en su 
consideración; mientras, la estrategia ministerial ha ido 
volviéndose más contemplativa frente a las posturas 
mayoritarias del sector universitario --posiblemente a la 
espera que ese frente se fuera desgastando-- y ha utilizado 
las mesas de negociación para focalizar en el aspecto 
financiero sin tocar la reforma más global del sistema. Las 
decisiones ya tomadas hicieron el panorama aún más complejo: 
la creación de nuevas universidades nacionales y privadas, el 
arancelamiento con otros nombres, las transformaciones 
resultantes de las reformas en el aparato estatal como un 
todo, las experiencias de concertación presupuestaria y sus 
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límites reales y finalmente la acumulación de proyectos de 
ley, pertinentes al tema universitario, originados dentro del 
mismo Congreso de la Nación, a veces propuestos por diputados 
y senadores del partido en el gobierno. El Poder Ejecutivo, 
que ha gobernado de forma expeditiva y por decreto cuando el 
Congreso parecia excesivamente lento o ineficiente en áreas de 
gran peso politico, que tampoco ha dudado en manipular la 
composición de la Corte Suprema para obtener el suficiente 
apoyo legal, ha optado por el tratamiento pariamentario y el 
uso de mesas de concertación necesariamente lentas, a veces 
verdaderos pantanos donde las propuestas jamás avanzan, en el 
debate sobre la reforma educacional y universitaria. 


El panorama en abril de 1992 --después de un largo 
período de incertidumbre sobre el procedimiento favorecido por 
Poder Ejecutivo Nacional-- indica que el Congreso de la Nación 
considerará primero el proyecto de Ley Federal de Educación, 
postergando el debate sobre la legislación especificamente 
universitaria. El proyecto en consideración del Senado en la 
actualidad, que contempla las modificaciones introducidas en 
el seno del cuerpo, no resulta idéntico al que elevó el Poder 
Ejecutivo Nacional a solicitud del Ministro de Educación a 
comienzos de 1991 y que tenía supuestamente el consenso del 
gabinete y de los sectores políticos relevantes. El tema 
educacional no exige ningún grado de disciplina parlamentaria 
al partido del gobierno, por lo cual los senadores y diputados 
peronistas se mueven con total libertad en relación a las 
propuestas del ejecutivo. 


El proyecto de ley en consideración del Senado --aprobado 
por su Comisión de Educación-- contiene, a diferencia del 
originalmente propuesto por el Ministro, amplias 
consideraciones sobre el sector universitario. Esto ha 
despertado la critica abierta de uno de los originadores de la 
propuesta ministerial, quien recordó que "una buena técnica 
legislativa hubiera aconsejado...que apenas un solo artículo 
introdujera aquí el tema, para dejar todo el resto librado a 
la sanción de una norma especifica" (José Luis de Imaz, La 
Nación, 22-4-92). Esa crítica, sin duda, se basa en que dicha 
ley, si resulta sancionada, garantizará la continuidad del 
sistema de gestión universitaria basado en los principios de 
la Reforma, en contra de la mejor opinión del ex asesor 
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ministerial mencionado. Por una parte, el proyecto avanza en 
terrenos que el ministerio desearía dejar librados a una ley 
especifica, de orientación distinta; por la otra, deja sin 
resolver temas cruciales como el sistema de ingreso a las 
universidades nacionales, donde el Ministerio desearía 
introducir un principio general de selección. 


Al día 30 de abril de 1992 existían, según la Dirección 
de Información Parlamentaria, siete proyectos especificos 
sobre el régimen de universidades nacionales, presentados por 
legisladores y vigentes a esa fecha (otros proyectos 
anteriores ya perdieron vigencia)". Además de ellos, los 
proyectos originales de Ley General de Educación --ahora 
consolidados en el que, según indicamos, aprobó la Comisión de 
Educación del Senado-- contienen reglas relevantes al régimen 
de universidades nacionales. Los proyectos presentados por 
legisladores de la oposición radical, así como aquel 
introducido por un legislador socialista!”, aunque difieren 
entre si se destacan por explicitar reglas taxativas para 
todas las universidades nacionales en los siguientes aspectos: 
a) el gobierno autónomo colegiado, tripartito o cuatripartito 
(incluyendo no docentes), con ligeras variaciones en la forma 
de representación de los claustros; b) presupuesto federal que 
asegura un mínimo (por ejemplo, 1,5% del PBI) o que prohibe su 


“o Los proyectos han sido reunidos en un paquete 
denominado "Régimen de universidades nacionales: Antecedentes 
arlamentarios desde 1983", producido por la Dirección de 
nformación Parlamentaria del Congreso de la Nación. 


1 La propuesta del diputado Guillermo Estévez Boero 
representa un extremo dentro de la postura reformista, aunque 
en muchos puntos coincide con las que presentan dlputa os 
radicales, tales como aquellas lideradas por Reinaldo J. 
Vanossi y Dante M. Caputo. El proyecto del diputado Estévez 
Boero indica, por ejempl Art 13, "El porcentaje del 
presupuesto nacional asignado a las universidades nacionales 
en ningún caso podrá ser inferior al establecido en el año 
anterior"; Art. 17, "La enseñanza en las universidades 
nacionales es gratuita y el ingreso a las mismas es directo 
sin limitaciones con el único requisito de haber concluido e 
ciclo secundario"; Art. 24, "La comunidad universitaria está 
compuesta por los estudiantes, los docentes de todas las 
categorías, los graduados, y los no docentes, cuyos 

epresentantes integran igúalitariamente los órganos 
eS ceqiados de gobierno de las universidades nacionales": Art. 

La condición de estudiante se adquiere con el ingreso a 
EE universidad y se mantiene de modo ininterrumpido hasta la 
graduación". 
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reducción absoluta o incluso proporcional de un año a otro, 
mientras que algunos proyectos legislan sobre fuentes 
especificas de ingresos (p.e., impuesto a las ganancias); Cc) 
la prohibición del cobro de aranceles estudiantiles, 
asegurando la enseñanza gratuita de grado; d) legislando el 
ingreso "directo" o garantizando un lugar en universidades 
nacionales a todos los graduados de la escuela secundaria. En 
cambio, los proyectos presentados por un diputado de la UCEDE 
y por la democracia cristiana no se expiden con respecto a 
algunos de estos ítems, dejándolos en manos de cada 
universidad, o indican en el caso del arancel que ese será uno 
de los recursos legítimos de la universidad nacional, El único 
proyecto de una senadora peronista sostiene respecto del 
régimen financiero que este es legislado por separado, con lo 
cual al día de la fecha queda vigente la ley que prohíbe el 
arancelamiento; ese proyecto no menciona las condiciones de 
ingreso, pero asegura el gobierno universitario autónomo 
elegido por los claustros, incluyendo un representante de los 
gremios no docentes. 


Aunque estos proyectos podrían indicar los límites de la 
negociación parlamentaria del Ministerio de Educación, cabe 
notar que la falta de disciplina parlamentaria en el tema 
educacional significaria que muchos representantes peronistas 
se inclinaran a apoyar la línea de la Reforma, sostenida en 
los proyectos radicales y socialista. Posiblemente ella sea la 
razón principal para explicar la lentitud con que se ha 
manejado el Ministerio en su acción legislativa. Por otra 
parte, el gobierno es consciente de que el sector 
universitario ie es tradicionalmente hostil. El peronismo en 
el gobierno --desde su aparición aún antes de las elecciones 
de 1946, pero sobre todo durante el periodo 1946-1955 y aún 
durante los años 1973-1976-- ha tenido experiencias muy poco 
felices con su política universitaria. La historia tiene un 
peso, dificil de medir pero sin duda significativo, en la 
forma cautelosa con que este gobierno se acercó a los 
problemas de la universidad nacional. 


7, Conclusiones. 


Una mirada somera al largo plazo, tanto quizás como una 
reflexión sobre los conflictos actuales, indican que un tema 
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prioritario en la agenda de políticas para las universidades 
nacionales es, sin duda, el de lograr un financiamiento 
estable. En efecto, las enormes variaciones anuales introducen 
no sólo un caos administrativo en instituciones que requieren 
de planes de largo plazo sino también generan un debate 
constante entre los representantes del sector y el Poder 
Ejecutivo Nacional que impide avanzar otras medidas urgentes 
para mejorar el funcionamiento del sistema. No se trata sólo 
de lograr la estabilidad en el financiamiento anual sino 
también de que dicha estabilidad sea esperable. En el momento 
en que las administraciones universitarias puedan tener esa 
expectativa y verla cumplida --aún cuando el nivel del 
financiamiento no sea el deseado-- ellas podrán colaborar 
entre sí y con las autoridades ministeriales en los elementos 
de una agenda de reformas del sistema. 


El otro aspecto fundamental del financiamiento, que sólo 
puede ser encarado una vez que el primero comenzó a tener 
visos de solucionarse, es el sistema de asignación y control 
del presupuesto universitario. Los mecanismos de distribución 
entre instituciones y dentro de ellas, actualmente encarados 
ya sea mediante negociaciones dentro de cada universidad o 
entre ellas pero cuyo escenario final transcurre en el 
Ministerio de Economía o en el Congreso de la Nación, son un 
tema prioritario dentro de la agenda que no es aún planteado 
de forma explícita. Ello se debe, precisamente, a esa 
indefinición anual del nivel presupuestario global y la 
expectativa de cambios drásticos en una dirección u otra. 


La experiencia de los últimos tres años parece indicar 
que ninguna tentativa de reforma puede ser encarada en el 
medio de un fuerte descenso del financiamiento, ya que la 
recuperación de los ingresos perdidos se vuelve omnipresente 
y tiñe el color del cristal con que se mira cualquier plan 
propuesto desde el Poder Ejecutivo. Pero ella también indica 
que los planes de cambio -cualquiera sea su dirección- sólo 
tienen probabilidades de éxito si obtienen un mínimo de 
legitimidad dentro de los sectores claves en el campo 
universitario. La decisión sobre un nivel mínimo adecuado de 
financiamiento es un requisito para obtenerlo. Ese nivel no 
puede ser realisticamente tan bajo como el de los últimos tres 
años. 
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Cabe preguntarse, a pesar de todo, por qué los avances en 
la reforma del sistema han sido tan lentos e inconstantes. En 
efecto, ya sean los planes que tímidamente asomaban durante la 
administración radical en el nivel de las instituciones 
universitarias mismas, o aquellos que, más recientemente, han 
sido planteados desde el Ministerio de Educación, parecen 
destinados al olvido en muy poco tiempo. La escasa voluntad 
política puesta en las reformas -además de la omnipresencia 
del tema presupuestario- debe ser una razón de peso para 
entender esa inconstancia. Ello indica que mientras la 
educación superior tenga tan baja prioridad dentro de la 
agenda política nacional será difícil encarar su reforma. Los 
cambios dentro de cada institución, que no han sido objeto de 
análisis en este trabajo y cuyo estudio demandaria 
investigaciones particulares que no están siendo encaradas 
aún, tienen limitaciones obvias dentro de un sistema que 
mantiene un alto nivel de centralización al menos en lo que 
hace a su financiamiento. 
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APÉNDICE 


Cuadro_I 


APORTES DEL TESORO A LAS 
UNIVERSIDADES NACIONALES 
(1972-1991) 


En El 

AÑO TOTAL TASA DE 

(MILLONES $) | VARIACIÓN | 

4 ANUAL | 

1972 783,76 n/a | 
1973 1036.18 32.21 
1974 1242.34 | 19.90 
1975 1130-76 -8.98 
1976 600.83 | 745.86 


601.67 


1989 
1990 813.41 
1991 sg£9.42 |] 


FUENTE: SECRETARÍA DE HACIENDA 
(CRÉDITOS DEFINITIVOS 1972-1991). 


La actualización de la serie provista por la Secretaría de 
Hacienda se ha hecho a pesos de enero de e: año según 
precios implicitos (promedio de la actualización según el 
indice de precios al consumidor y según el indice de precios 
mayoristas). 
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